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Introducción. 
En el ámbito económico y social del Chile actual, los contratos de adhesión han ido  
adquiriendo un protagonismo que se ve opacado por la falta de claridad que existe en su 
naturaleza y por la falta de regulación de las cláusulas que se agregan a este contrato en 
virtud de la facultad que tiene una de las partes de establecer los términos de 
contratación. 
Los contratos de adhesión son definidos por el profesor Ramón Meza Barros como 
aquellos en que “una de las partes formula las condiciones del contrato y la otra se limita 
a prestar su aprobación o adhesión a dichas condiciones en blocks”. Tras esta definición 
surgen varias interrogantes que se despejaran tras una presentación expositiva de los 
diversos temas que dicen relación con este tipo de contratación para luego concluir 
acerca de si la posición privilegiada de una de las partes le permite establecer los 
términos que ella considere en virtud del principio de la autonomía de la voluntad o si 
existe un abuso por parte de esta en desmedro del aceptante. 
La contingencia del tema se da por diversos casos en los que a través de contratos de 
adhesión se agregan cláusulas que tienen el carácter de abusivas para la otra parte. El 
caso de la casa comercial LA POLAR y el más actual relacionado con CENCOSUD, nos 
hablan de un fallo regulatorio en Chile que afecta no sólo a los clientes de éstas tiendas, 
sino que a toda la sociedad chilena. 
A lo largo de mi tesis iré despejando diversas dudas acerca de este tema. Mi primer 
objetivo será revelar el tratamiento que se le da a este tipo de contratos en el derecho 
comparado para lograr una visión general y poder establecer las directrices que guiaran 
mi investigación con las diferencias propias  que se dan entre los distintos sistemas por 
factores sociales, económicos y culturales, dentro del mismo capítulo analizaré la 
naturaleza jurídica de dichos contratos. Con posterioridad analizaré la legislación chilena 
para tener claro el marco regulatorio en el que están inmersos estos contratos. De este 
modo obtendré distintas premisas que me permitirán enfrentarme al siguiente tema que 
dice relación con las cláusulas que están inmersas en estos contratos y su supuesta 
vulneración al principio de la autonomía de la voluntad y al principio de la igualdad 
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contractual todo esto en virtud de la posición privilegiada que una de las partes ocupa en 
el contrato. Además presentare los sistemas que se entregan para regular el tema de éstas 
cláusulas, y saber si son o no efectivas en la práctica. Tras estudiar estos temas me 
enfocaré en específico en las cláusulas abusivas más comunes en la contratación chilena 
que son, el mandato y la aceleración de las deuda esto en base a el contrato de apertura 
de línea de crédito de LA POLAR y como estaban inmersas en este contrato dichas 
cláusulas. Al continuar con el trabajo y en su último capítulo se tratará el tema de más 
contingencia en los últimos tiempos en nuestro país relacionado a estos contratos de 
adhesión que se dan en masa, este es la repactación unilateral de las deudas y su 
vulneración a los principios de la contratación en materia civil y también en  materias 
financieras. La repactación de las deudas no vulnera la ley, pero que estas se lleven a 
cabo sin el consentimiento de la otra parte es aquello que si la vulnera. 
Los problemas derivados de la falta de claridad respecto a los términos en los que se 
pueden llevar a cabo estos contratos dejan en evidencia la falta de regulación que existe 
en nuestro país acerca de no solo los términos en los que se puede contratar en Chile, 
sino también de las prácticas de las sociedades anónimas chilenas que engañan al 
mercado y a sus clientes. 
Este trabajo busca esclarecer los puntos obscuros que aún existen en nuestro país 
respecto a este tipo de contratación que se ha masificado en los últimos tiempos, a través 
de aclarar los distintos conceptos jurídicos y económicos que son parte de estos 
contratos se dilucidan las necesidades regulatorias que aún están presentes en Chile. 
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I. Contratos de adhesión en la doctrina. 
 
1.1 Origen. 
Los contratos se presentan, según los profesores Héctor Troncoso Larronde y 
Carlos Álvarez Cid como “un instrumento despersonalizado, apto para el constante flujo 
de bienes y servicios indispensables para la vida cotidiana de una civilización de consumo 
como la actual”1. Es respondiendo a necesidades sociales y económicas que surgen los 
contratos y éstos tienen como base fundamental el consentimiento de las partes, esto es, 
el acuerdo de voluntades de dos o más personas sobre un objeto jurídico. 
Esta voluntad se transforma en ley para quienes se obligan en virtud de un 
contrato, surgiendo de ésta forma a la vida del derecho el principio de la autonomía de la 
voluntad, que el profesor René Abeliuk postula como principio básico del derecho 
privado. Éste expresa que “los individuos son libres para regular sus relaciones jurídicas 
sin la intervención del legislador, sin otra limitación que no pueden ir contra la ley 
imperativa o prohibitiva, el orden público y las buenas costumbres”2. 
 Para los efectos de nuestro estudio, es importante el tema de la autonomía de la 
voluntad  y su limitación, como expresa el profesor Ramón Meza Barros “El principio 
de la autonomía de la voluntad descansa en la hipótesis optimista de la igualdad de los 
contratantes; éstos, libremente, formularán las normas más adecuadas para satisfacer sus 
necesidades. Pero desde que se reconoce que el contrato no es el fruto de un acuerdo de 
voluntades en que las partes actúan en un pie de igualdad, el principio ha debido sufrir 
considerable descredito”3 .  
Sobre la base de éstos conceptos jurídicos, es que a partir del siglo XVIII los 
contratos de adhesión, definidos como “Aquellos cuyas cláusulas han sido propuestas 
                                                        
1TRONCOSO LARRONDE, HERNÁN. ÁLVAREZ CID, CARLOS. Contratos.  Segunda edición, 
Editorial Lexis Nexis, Marzo 2007 Página 5. 
2 ABELIUK, RENÉ. Las obligaciones, Cuarta edición, Santiago, Editorial Jurídica de Chile, 2001, Tomo 1, 
página. 113. 
3MEZA BARROS, RAMÓN, De las fuentes de las obligaciones, Novena edición actualizada, Santiago, Editorial 
Jurídica de Chile, 2009, Tomo 1, página 17. 
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unilateralmente por el proveedor sin que el consumidor, para celebrarlos, pueda alterar 
su contenido”4 han ido adquiriendo un protagonismo que se ve empañado por la falta de 
claridad respecto a su naturaleza y la desigualdad que se da entre las partes contratantes. 
Estos contratos surgen de la idea de que las personas son capaces de regular sus 
relaciones recíprocas, teniendo en cuenta sus derechos y obligaciones. Bentham recurre 
al concepto de “utilidad o interés individual, que impulsa, por motivos de conveniencia, 
a guardar las promesas”.5  Estos conceptos parten de las ideas del liberalismo reinante en 
esos tiempos, puesto que partían de ideas tales como la igualdad y la libertad. 
Ideas como la globalización, el capitalismo, el aumento de la producción, las 
exportaciones e importaciones, entre otros factores evidenciaron que los principios antes 
mencionados no eran tan inquebrantables como se pensaba, ya que las personas no 
somos tan libres ni tan iguales. Es en éste contexto que nace la corriente del socialismo y 
el intervencionismo del estado. 
El profesor Iñigo de la Maza Gazmurri, en su texto “Contratos por adhesión y 
cláusulas abusivas ¿Por qué el estado y no solamente el mercado? Señala que la 
incorporación y masificación de los contratos por adhesión constituye un fenómeno 
derivado de las transformaciones que comienzan a experimentar la producción y 
distribución de bienes y servicios y las relaciones sociales anexas a éstas a partir de las 
revoluciones industriales de fines de los siglos XVIII Y XIX. Suele afirmarse que la 
producción en masa tiene como consecuencia lógica la contratación en masa. 
 Éste es un lugar común y no tiene sentido detenerse sobre su fidelidad histórica; 
lo que resulta, en cambio, interesante es intentar advertir cuáles son las razones que 
justifican la ubicación de este fenómeno en las sociedades modernas.  
                                                        
4SANDOVAL LOPEZ, RICARDO, Contratos mercantiles, Santiago, Editorial Jurídica de Chile, tomo 1, 
página 21-22. 
5TRONCOSO LARRONDE, HERNÁN. ÁLVAREZ CID, CARLOS. Contratos.  Segunda edición, 
Editorial Lexis Nexis, Marzo 2007, página 8. 
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Sobre esto intentaré sugerir que la explicación se encuentra relacionada con los 
“costos de celebrar contratos en forma masiva y con la estructura interna, jerarquizada y 
verticalizada, de las empresas”. 6 
Los contratos de adhesión surgen como respuesta a las necesidades de la economía 
moderna y de los principios que fijaban la vida en sociedad. Éstos en la actualidad se dan 
entre un proveedor y un adherente que tenga la calidad legal del consumidor, como los 
contratos de seguros, contratos bancarios y contratos de suministros de servicios 
públicos. El hecho de que exista una necesidad social por estos contratos nos habla de 
que deben estar reguladas de una forma eficaz, lo que es evidente en la actualidad que no 
sucede. 
1.2 Concepto y características. 
De los distintos conceptos que se han dado de contrato de adhesión, para los efectos 
de ésta investigación utilizaré la entregada por Juan Manuel Rubiel, que nos dice que son 
“los acuerdos de voluntades referente a la propuesta de obligaciones y derechos 
inflexibles, por el oferente al ofertado para que éste los acepte o los rechace sin 
distinción”7.  
Lo característico del contrato de adhesión es que su contenido está formado por 
condiciones generales que ya han sido redactadas y escrituradas por el predisponente y a 
las cuales simplemente adhiere la otra parte, sin que tenga derecho a elaborarlas, 
negociarlas, estipularlas ni alterarlas.8 
                                                        
6DE LA MAZA GAZMURRI, IÑIGO, Contratos por adhesión y cláusulas abusivas ¿Por qué el estado y no 
solamente el mercado?, Página 112. 
7RUBIEL, JUAN MANUEL, Contratos por adhesión, Página 53. 
8SANDOVAL LOPEZ, RICARDO, Contratos mercantiles, Santiago, Editorial Jurídica de Chile, tomo 1, 
página 22. 
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Existe en doctrina una breve discusión acerca de si el contrato objeto de 
investigación debe ser llamado contrato de adhesión o contrato por adhesión. Si bien la 
legislación ha optado por utilizar la primera concepción, resulta, a mi juicio, más 
acertado llamarlo contrato por adhesión, ya que lo que sucede es que una parte se 
adhiere a lo estipulado por otra. 
 
Según el profesor Todd Rackoff, nos encontramos frente a un contrato de adhesión 
cuando se satisfacen las siguientes condiciones: 
a. El contrato de adhesión es una forma impresa que contiene una pluralidad de 
términos. 
b. Dicha forma ha sido redactada por o a nombre de una de las partes de la 
transacción. 
c. Aquella parte que ha redactado los términos participa en numerosas 
transacciones de aquellas representadas por la forma y realiza rutinariamente este 
tipo de transacciones. 
d. La forma impresa es presentada al adherente con la prevención que, salvo 
algunos pocos términos y, las más de las veces  ni siquiera esto, podrán ser 
modificados, manteniéndose el grueso de la estructura del contrato como la 
diseñó la parte redactora. 
e. Después de que las  partes, en caso de que los hayan, lleguen a un acuerdo sobre 
aquellos términos abiertos a la negociación, la parte adherente debe rubricar la 
forma. 
f. Comparada con la parte adherente, la parte redactora lleva a cabo un número 
reducido de estas transacciones. 
g. La principal obligación de la parte adherente en la transacción considerada como 
un todo es el pago de la suma de dinero. 
h. Se trata de contratos en principio consensuales.9 
Algunas de las características mencionadas por el autor han desaparecido, debido a 
que no se aprecia la necesidad de rubricar el contrato, ni debe constar por escrito.  
                                                        
9RAKOFF, T. Contracts of adhesión; and easy in reconstruction, en 96 Harv.L.Rev 1173 
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El profesor Jorge López Santa María señala que existen ciertas características que 
serían comunes a muchos de estos contratos. La doctrina reconoce la existencia de un 
contrato de adhesión, allí donde la oferta presenta los siguientes signos distintivos: 
a. Generalidad: La oferta está destinada a toda una colectividad de contratantes 
eventuales. 
b. Permanencia: La oferta permanece en vigor mientras no es modificada por su 
autor. 
c. Minuciosidad: La oferta es detallada; todos los aspectos de la convención, aun lo 
más hipotéticos, son reglamentados por ella.10 
Según el profesor López Santa María y gran parte de la doctrina, señalan que el 
rasgo decisivo de estos contratos sería el desequilibrio del poder negociador de los 
contratantes, por lo que el contrato de adhesión sería obra exclusiva del oferente. Es 
este hecho el que produce que el oferente muchas veces abuse de su posición y se 
aproveche de la situación de necesidad del aceptante para formular cláusulas que si 
bien son consentidas por el aceptante, son abusivas ante la legislación actual. Es este 
tema el que se discute, ya que la voluntad de las partes es ley, pero en estos contratos 
muchas veces el aceptante no conoce en su totalidad los términos contractuales que 
acepta, por lo que no existiría una igualdad contractual ni tampoco existió un debate 
previo. 
 
1.3 Naturaleza jurídica.  
Existen ciertas doctrinas a propósito de la naturaleza jurídica de la adhesión, estas son: 
A. Tesis Anticontractual: Los sostenedores de ésta teoría son Saleilles, Hauriou y 
Duguit entre otros; quienes niegan todo carácter de negocial o contractual al 
contrato de adhesión y hacen que éste se asiente en el acto unilateral. Sostiene 
que estos contratos no tienen de contrato sino el nombre11. 
                                                        
10LÓPEZ SANTA MARÍA, JORGE, Los contratos, Editorial Jurídica de Chile, tomo 1, página 151. 
11LÓPEZ SANTA MARÍA, JORGE, Los contratos, Editorial Jurídica de Chile, tomo 1, página 154. 
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Se parte del análisis del consentimiento en los contratos. Éste consentimiento 
supone un debate entre las partes, al término del cual surge el acuerdo. La voluntad 
común de los contratantes no puede concebirse sin un cambio previo de opiniones, que 
implica, de suyo, la igualdad de situación de aquellos que participan en él. Sin embargo, 
en los contratos de adhesión  nada de eso existe: no hay ni discusión ni igualdad entre las 
partes, ya que  los efectos del acto son fijados por la exclusiva voluntad del oferente12. 
Por lo tanto estos contratos no serían más que un acto jurídico unilateral del oferente. 
Duguit expresa que no habría contrato por no haber libertad de disponer las 
cláusulas del contrato y por ende entiende que no es más que una declaración unilateral 
de voluntad que beneficia o perjudica a quien se adhiere, pero esa voluntad unilateral una 
vez aceptada, es decir, adherida, produce efectos jurídicos bilaterales. 
B. Tesis contractualista: corresponde a la doctrina mayoritaria apoyada entre  otros 
por Ripert, Colin, Capitant, Alessandri y López Santa María. Sostienen que si 
bien estos contratos carecen de negociación entre las partes y existe una evidente 
desigualdad entre las partes se necesita para su existencia y validez la 
concurrencia de dos voluntades manifestadas recíprocamente y exenta de vicios: 
la del oferente y del adherente. Este último, aunque no puede participar en la 
negociación, tiene la facultad de decidir si se quiere someter o no a lo establecido 
por el oferente. 
Me adhiero a esta teoría, debido a que si bien los que apuntan a la teoría 
anticontractualista apuntan a la fase de negociación para negar la naturaleza 
contractual a los contratos de adhesión, se olvidan de la fase de cumplimiento del 
contrato en donde el adherente ya no es la parte débil del contrato además el 
aceptante presta su consentimiento de forma libre y espontánea. Ahora bien, aunque 
me adhiero a esta teoría no deja de llamar la atención que el aceptante en la práctica 
muchas veces no conoce los términos del contrato y solo se limita a aceptar. 
C. Tesis ecléctica: Planiol y Ripert han observado una cierta posición intermedia. Su 
característica radica en que en los contratos por adhesión hay dos series de 
cláusulas; las esenciales y las accesorias. Las cláusulas esenciales son discutidas y 
                                                        
12LÓPEZ SANTA MARÍA, JORGE, Los contratos, Editorial Jurídica de Chile, tomo 1, página 154. 
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aceptadas libremente y, por tanto, su obligatoriedad no representa duda alguna. 
Por otro lado, las cláusulas accesorias están impresas y no producen efectos 
jurídicos contra el adherente pues, normalmente este no las comprende o no 
reconoce su redacción. Según esta teoría todas “tendrían la misma naturaleza, 
pero según fueran esenciales o accesorias, gozarían de un régimen de control más 
estricto”.13 
 
1.4 Interpretación. 
Debido a las circunstancias como se forman y la desigualdad económica que 
generalmente hay entre las partes, los contratos de adhesión ofrecen inconvenientes y se 
prestan para abusos. Para que no existan dichos problemas es de real importancia la 
labor de interpretación que se entrega generalmente al juez. 
El profesor Alessandri señala que “existen muchas y diversas opiniones respecto a la 
labor del juez: hay quienes estiman que el juez debe interpretar estos contratos teniendo 
en cuenta el buen funcionamiento del servicio sobre que versan sin perder de vista, al 
mismo tiempo, el interés del aceptante y procurando armonizar ambos sobre la base de 
que estos contratos, como todo contrato, deben ejecutarse de buena fe. Otros son 
partidarios de reconocer a aquel la facultad de poder invalidar las cláusulas contrarias a la 
equidad”.14 
Si bien existe cierto consenso en la doctrina de que esta labor recae en el juez, y (será 
la opinión que seguiré a lo largo de ésta investigación), existe discusión en relación  a las 
reglas de interpretación a las que se debe ceñir quien ejerce ésta labor. 
Las particulares características del contrato por adhesión y las dificultades jurídicas 
que conlleva, han hecho necesario revisar y readecuar su labor interpretativa judicial. 
Con el objetivo de evitar abusos y reestablecer el equilibrio contractual, se han explorado 
                                                        
13DE BUEN, NESTOR. La decadencia del contrato. Editorial Perrúa, México, 1986 página 288 citado por 
LLODRÁ GRIMALT. El contrato celebrado bajo condiciones generales… citado página 41. 
14ALESSANDRI RODRIGUEZ, ARTURO. “De los contratos”. Editorial jurídica de Chile, Santiago, 2004. 
‘Página 114. 
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en la doctrina varias posibles soluciones al problema de la interpretación del contrato por 
adhesión: 
a) Los normativistas, como principal finalidad de concebir al contrato por adhesión 
como un acto jurídico unilateral normativo, buscan sustraerlo del ámbito de la 
teoría general del contrato, para así permitir al juez intervenir y modificar el 
contenido de dicho acto ante lo que considere irregular o abusivo. De este modo 
los alcances de la facultad interpretativa se amplían enormemente. 
 
b) Otros autores han creído ver un sistema particular de interpretación para los 
contratos por adhesión, con normas propias, sustentado por las especiales 
características de esta forma contractual. Esto sería inviable en nuestro derecho  
por dos razones  según Tapia y Valdivia: “primero, porque al no aparecer este 
contrato en el Código Civil “…es preferible reconducir su tratamiento a 
instituciones con alguna tradición…”; y, segundo, “…porque si se pretende 
innovar habría sido necesario introducir reglas claras  de hermenéutica…”. 
 
c) La opinión mayoritaria  entre nosotros es que se debe interpretar, como todo 
contrato, haciendo aplicación de las normas generales de interpretación 
contractual, las que en nuestro ordenamiento jurídico están contenidas entre los 
artículos 1560 a 1566 del Código Civil, en  su Título XIII, denominado “De la 
interpretación de los contratos”. 
Esta opción es la más lógica entendiendo que el contrato por adhesión antes que 
todo es un contrato y las normas del Código Civil se le aplican por ello en forma 
supletoria. 
El profesor Eduardo Serrano Alonso enumera ciertos principios o reglas 
interpretativas de contratos bajo condiciones generales, dentro de las cuales se pueden 
mencionar.15 
a) Necesidad de claridad de la redacción de las condiciones generales. 
                                                        
15SERRANO ALONSO, EDUARDO. “Interpretación de los contratos de adhesión”.  Ponencias del Consejo 
General del Poder Judicial, contratos de adhesión y derechos de los consumidores. 
15 
 
Las condiciones generales deben estar redactadas de tal forma que no sean ni 
incomprensibles ni ambiguas, por lo que el intérprete debe acudir al criterio del 
ciudadano medio, de modo que será incomprensible aquella condición o cláusula que 
carece de sentido para un individuo medio o normal, siendo indiferente que la especial 
formación del intérprete le permita alcanzar el significado o condición.  
b)  La función del intérprete es buscar el sentido de la condición general y no 
sustituir las pactadas por otras debidas a la iniciativa del propio intérprete. 
El intérprete debe buscar el sentido que las partes del contrato quisieron dar a sus 
respectivas voluntades plasmadas en las diversas cláusulas o condiciones. Éste debe 
buscar la voluntad común de las partes en sus actos, ya sean coetáneos o posteriores al 
contrato. 
 
c) Principio de preferencia o prevalencia de la condición particular. 
Dentro de un mismo contrato se debe optar por la aplicación  de la cláusula o 
condición a la que se le atribuye el carácter de particular, sobre la general. 
d) Valoración de la condición más beneficiosa. 
Cuando no se tiene solución se opta por la interpretación más favorable al adherente 
o parte más débil del contrato.  
La parte más débil es aquella que no ha tomado parte en la formulación y 
determinación de las diversas condiciones generales o particulares que integran el 
contrato, limitándose a dar su conformidad o aceptación a las que se le ofrecen o 
proponen, es decir, el adherente.  
Para que ésta regla pueda operar será preciso: 
1) Que la dificultad de interpretación afecte a una o a varias de las cláusulas de 
las condiciones generales y no a todas ellas. 
2) La cláusula debe ser dudosa en cuanto a su significado y no en relación a su 
calificación jurídica, pues si la duda recae sobre cuestiones o matices 
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estrictamente jurídicos la duda deberá resolverse al margen del empleo de 
este criterio, acudiendo a los otros. 
En las condiciones generales se utilizan, de acuerdo a lo ya visto, reglas generales 
de interpretación, pero en la etapa denominada “contrato de adhesión”; en donde la 
parte solo se adhiere a la oferta, existen reglas propias de los contratos de adhesión. 
El profesor Jorge López Santa María, postula que existen reglas de interpretación 
contractual que son propias de los contratos por adhesión. Son las reglas de la 
interpretación contra el redactor y de la preferencia de la cláusula manuscrita sobre la 
cláusula impresa. 
La facultad de redactar el contrato representa una ventaja considerable para el 
oferente, ya que puede elegir las cláusulas de la convención a su voluntad. En  la 
interpretación del contrato no debe tomarse en cuenta el mayor poder del oferente, ya 
que éste se ve afectado por el riesgo de la redacción. 
El punto de partida de la interpretación debe ser fijar el alcance del contrato, por 
lo que se deben separar las condiciones generales que dice relación con el momento de 
formulación del contenido del contrato de aquella expresión “ contrato de adhesión” que 
hace referencia a la imposición del contenido de dicho contrato a una de las partes del 
mismo. 
“El privilegio del que goza el oferente en la redacción, además, de la posibilidad 
de dictar el texto contractual, disponiendo, a menudo, de un personal calificado a su 
servicio. Por tanto, si la formula no es clara y precisa, “nos encontramos frente a un 
contratante cuya buena fe está sujeta a duda y, por otra parte, frente a un aceptante que 
sólo ha podido entender la cláusula ambigua en el sentido que le resulta más favorable. Si 
el punto litigioso está reglamentado por los usos comerciales, es a ellos a los que será 
necesario referirse, pero en su defecto, es necesario hacer soportar al oferente los efectos 
de su mala fe o de su falta de cuidado”.16 
En la doctrina, al interpretar un contrato de adhesión, son aceptadas dos reglas 
jurídicas; las reglas de interpretación contra el redactor y la de preferencia de las cláusulas 
                                                        
16SALLÉ DE LA MARNIERRE. 
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manuscritas por sobre las impresas. En éste tema ahondaremos más en el capítulo 
dedicado a la legislación nacional. 
1.5 Problemas y soluciones a los inconvenientes de los contratos de adhesión. 
El gran problema de los contratos de adhesión es la desigualdad que existe entre las 
partes.  El contratante más poderoso a veces impone cláusulas abusivas al adherente, 
debido a la facultad que tiene el oferente de redactar el texto del contrato, pero no sólo 
por esto, sino que también existe una presión social y económica que muchas veces hace 
que el adherente se encuentre “obligado” a aceptar las condiciones que le impone el 
oferente porque no tiene otra opción. 
Los contratos de adhesión más característicos han sido sometidos a un estatuto de 
orden público, que buscando la protección del contratante más débil, atribuye carácter 
obligatorio a ciertas cláusulas o prohíbe otras. 
Como dice el profesor López Santa María citando al profesor Flour “Una de las 
partes ya no adhiere a un estatuto impuesto en el hecho por la otra, en su exclusivo 
interés. Ambas partes adhieren a un estatuto impuesto en derecho por la autoridad 
pública, guardiana del interés general y conciliadora de los intereses particulares”.17 
El particular está ahora protegido por una reglamentación de orden público, de 
origen legal, por lo que de esta forma se ha resuelto, en parte, el problema de los 
contratos de adhesión. 
Entre las demás soluciones posibles a los abusos de la adhesión, cabe destacar.18 
1. La homologación por el poder público de los modelos de contratos 
estandarizados que se van a ofrecer  después a los consumidores. 
2. La generalización de los contratos tipo bilaterales. 
                                                        
17 JACQUES FLOUR ET JEAN- LUC AUBERT, Droit Civil. Les obligations. Vol. 1, Editorial 
ArmandColin, París, 1975, N° 187. 
18LÓPEZ SANTA MARÍA, JORGE, Los contratos, Editorial Jurídica de Chile, tomo 1, Página 164. 
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En nuestro país se hicieron de conocimiento público los problemas de estos 
contratos y la falta de regulación que existía debido al caso LA POLAR y de otras 
multitiendas, temas que serán tratados en el siguiente capítulo. 
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II. El contrato por adhesión en la legislación chilena. 
2.1  Regulación normativa de los contratos de adhesión. 
En Chile la regulación de los contratos de adhesión corresponde a una Ley Especial 
que es la 19.496 o Ley de protección de los derechos de los consumidores, cuya última 
modificación fue por la Ley 20.555 del 05 de diciembre de 2011. Dentro de las 
modificaciones más importantes destaca la ampliación de atribuciones al SERNAC en 
materias financieras y a su rol activo en la orientación a los consumidores acerca de sus 
derechos y obligaciones. 
 2.2  Concepto Legal. 
El contrato de adhesión se encuentra definido en el Título I de la Ley 19.496, 
específicamente en el artículo I numeral sexto y nos dice que será “aquel cuyas cláusulas han 
sido propuestas unilateralmente por el proveedor sin que el consumidor, para celebrarlo, pueda alterar su 
contenido.”19 
 De esta definición se desprende: 
1. Propuesta unilateral: Se entiende que la intención legislativa es dejar en claro que 
el adherente no participa en la elaboración de la oferta, solo se limita a aceptar 
los términos del contrato. 
2. Ausencia de negociación: En ciertas circunstancias es posible que el adherente 
tenga la posibilidad de negociar ciertas cláusulas del contrato, sin que esto 
signifique que el contrato pierda su calidad de contrato de adhesión. 
                                                        
19Ley19.496 de “protección de los derechos de los consumidores”, artículo I, número sexto. 
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El elemento distintivo del contrato por adhesión no se encuentra sólo en su forma 
de conclusión, que ocurre por el simple acuerdo de las partes, sino en la etapa 
precontractual, que es donde se hallan los elementos de propuesta unilateral y ausencia 
de negociación, los que finalmente determinan las especiales características del 
consentimiento prestado por el consumidor. De hecho hoy en día en la práctica, la 
mayoría de estos contratos se celebran sin firma alguna del adherente en documento 
escrito. Es el caso por ejemplo de los carteles, los tickets, los timbres al reverso de 
boletas y comprobantes, reglamentos, condiciones publicitarias, etc. Es esto lo que 
genera un gran conflicto, ya que muchas veces las personas no conocen en su totalidad 
los términos de los contratos a los que prestan su consentimiento. 
2.3 Requisitos formales del contrato por adhesión. 
1. Escrituración: El artículo 17 de la ley 19.496 señala que los contratos de adhesión que 
se regirán por ésta ley “deberán estar escritos (…)”20. Se estima que la correcta interpretación 
de la norma debe considerar la escrituración no como un requisito de existencia o 
validez, sino como un elemento de aplicabilidad de las reglas formales contemplados por 
el legislador.21 
2. Legibilidad: La ley señala expresamente que estos contratos deben ser “claramente 
legibles”, ésta disposición no solo habla de que las personas puedan leerlo de manera clara, 
sino que el consumidor pueda entender el contenido del mismo, ya que gran parte de los 
conflictos de estos contratos se dan porque las personas no comprenden los términos 
del contrato, y terminan adhiriéndose a algo que en el fondo no conocen. 
                                                        
20(…) de modo claramente legible con un tamaño de letra no inferior a 2,5 milímetros y en idioma 
castellano, salvo aquellas palabras de otro idioma que el uso haya incorporado al léxico. Las cláusulas que 
no cumplan con dichos requisitos no producirán efecto alguno respecto del consumidor. 
21 DE LA MAZA GAZMURRI, IÑIGO, Contratos por adhesión y cláusulas abusivas ¿Por qué el estado y no 
solamente el mercado? 
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El profesor español  DÍEZ-PICAZO es tajante al señalar que “la protección de los 
consumidores y de los adherentes exige que éstos puedan comprender fácilmente las 
reglas que puedan vincularles. No es admisible que tengan una redacción inasequible 
para personas del nivel cultural que en los adherentes se supone”.22 
Agrega DÍEZ-PICAZO que la regla de la “legibilidad” de los contratos por 
adhesión contiene el fundamento de invalidez de las llamadas “cláusulas sorpresivas”. Se 
refiere a aquellas que el adherente pudo razonablemente ignorar al momento de 
contratar y que generalmente son aprovechadas por el predisponente para sacar ventajas 
ilegítimas del adherente.  
3. Tamaño de la letra: Este requisito fue incorporado por el legislador con la Ley 19.955 
del 2004. Con ésta nueva disposición se busca asegurar dos cosas, por un lado que el 
contrato sea “legible” y por otro que sea “visible. La poca detención con que algunas 
personas leen los contratos es un problema, pero otro es que ciertas personas con falta 
criterio se valían de “letras chicas” para engañar a las personas.  
 4. Idioma Castellano: El legislador ha establecido que los contratos por adhesión deben 
estar redactados en idioma castellano, con el fin de resguardar el consentimiento del 
adherente, el cual resulta ilusorio cuando el contrato es redactado en una lengua extraña. 
Claro que el mismo artículo 17 de la ley de protección a los consumidores señala 
que se exceptúan de esta regla aquellas palabras de otro idioma que el uso haya 
incorporado al léxico, pero el legislador se cae en este tema, al no tomar en cuenta que 
las personas que se adhieren a este tipo de contratos no manejan los términos utilizados 
en estos contratos, por lo que debe tener en cuenta el lenguaje usado por los ciudadanos 
promedios. 
                                                        
22 Luis DÍEZ-PICAZO, Fundamentos del derecho civil patrimonial, Madrid, Editorial Civitas, 5ª ed., Volumen I, 
1996, p. 377. 
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Además éste artículo señala “No obstante lo previsto en el inciso primero, tendrán validez los 
contratos redactados en idioma distinto del castellano cuando el consumidor lo acepte expresamente, 
mediante su firma en un documento escrito en idioma castellano anexo al contrato, y quede en su poder 
un ejemplar del contrato en castellano, al que sesteará, en caso de dudas, para todos los efectos legales”. 
 5. Entrega de copias: Para asegurar que ambas partes posean la misma información 
respecto del contrato suscrito, se le entregaran copias al adherente, y dicha copia se 
tendrá como texto fidedigno de lo pactado para todos los efectos legales. 
La real necesidad de entregar copia del contrato al consumidor, dice relación con la 
necesidad de brindarle mayor seguridad a éste, ya que de esa manera se evita que el 
proveedor pueda alterar el texto del contrato. 
 6. Espacios en blanco: La real utilidad de este precepto es formal y se encuentra en 
aquellos casos en que el proveedor incluye espacios en blanco en el contrato para, luego 
de firmado, llenarlos introduciendo elementos que originalmente no estaban con el 
objeto de reclamar derechos no convenidos por ambas partes.  
2.4  Contenido de los contratos de adhesión. 
Según la CONADECUS (La Corporación Nacional de Consumidores y Usuarios) lo 
primero que se debe tener en cuenta es el ART. 4 de la Ley 19.496 que señala que “Los 
derechos establecidos por la presente ley son irrenunciables anticipadamente por los consumidores”. En 
segundo lugar es la misma ley la que hace una enumeración no taxativa de las cláusulas 
que, de contenerse en un contrato, no producirán efectos, están son las llamadas 
cláusulas abusivas. 
1.- Aquellas que dejen sin efecto, modifiquen o suspendan unilateralmente el 
contrato; salvo que se concedan en beneficio del comprador en determinados contratos. 
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2.- Aquellas que establezcan incrementos de precio no aceptados expresamente por 
el consumidor. 
3.- Aquellas que pongan de cargo del consumidor los efectos de deficiencias, 
omisiones o errores administrativos. 
4.- Aquellas que inviertan la carga de la prueba en perjuicio del consumidor. 
5.- Aquellas que limiten en forma absoluta la responsabilidad del proveedor 
privando al consumidor de su derecho de resarcimiento. 
6.- Aquellas que incluyan espacios en blancos. 
7.- Aquellas que causen un desequilibrio en los derechos y obligaciones de las partes 
en un contrato. 
Para ser más específicos respecto del contenido de los contratos de adhesión es 
necesario hacer un estudio acabado de las cláusulas que contienen estos contratos, esto 
se llevará a cabo en un capítulo posterior. Ahora, si bien existía esta enumeración no 
taxativa de las cláusulas que tienen el carácter de abusivas en los contratos, la falta de un 
ente activo que fiscalice  a los oferentes  de este tipo de contratos hace que en la práctica 
aún se redacten contratos que contengan prácticas abusivas por parte del oferente en 
desmedro del aceptante. 
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2.5 Ámbito de aplicación. 
 Los contratos de adhesión se dan con más frecuencia en la contratación en masa. 
Según un estudio de la Universidad Complutence Madrid, este fenómeno se debe a “el 
gran número de contratos que se celebran, la rapidez necesaria para su conclusión, la intervención de 
dependientes que carecen de poder de decisión, la uniformidad en la redacción de los modelos establecidos, 
hacen necesario este tipo de contratos. No cabe la posibilidad de llevar a cabo la negociación que permita 
modificar el contenido de los modelos redactados previamente”. 
Sin embargo los contratos de adhesión no se dan únicamente en el ámbito de la 
contratación en masa, sino también en el de la contratación particular. Entonces estamos 
ante contratos de adhesión particulares: cláusulas predispuestas para un contrato 
particular al que el consumidor se limita a adherirse. 
El artículo 1° de la ley  del consumidor delimita el ámbito de su aplicación, 
prescribiendo sobre cuáles el objeto de la misma, que consiste, precisamente, en la 
regulación de las relaciones entre proveedores y consumidores (y establecer las 
infracciones en perjuicio del consumidor y el procedimiento aplicable). Tras el escándalo 
de LA POLAR se modificó a través de la ley 20.555, dicha ley creó el SERNAC 
FINANCIERO como un ente fiscalizador de las prácticas de las empresas, pero a pesar 
de su creación la poca valoración del sello SERNAC hace que en la práctica aún se den 
situaciones de abuso, como es el caso de las repactaciones unilaterales de la empresa 
CENCOSUD. 
Si se trata de un contrato de adhesión particular celebrado entre dos consumidores, 
no se podrán aplicar las normas sobre protección de los consumidores en relación a las 
cláusulas abusivas, ni tampoco la normativa sobre condiciones generales de la 
contratación. Entonces habrá que corregir las consecuencias inicuas que pueda tener 
para la parte más débil mediante la interpretación e integración de su contenido 
aplicando las normas generales del código civil.  
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III.  Cláusulas de los contratos de adhesión. 
3.1 Concepto de cláusula abusiva. 
Las cláusulas abusivas han sido conceptualizadas por la doctrina como aquellas 
“estipulaciones contractuales que entrañan un desequilibrio de las partes en la 
convención”.23 
 Verónica María Echeverri Salazar, nos señala que una cláusula abusiva es aquella 
que “implica un atentado contra el principio de la buena fe en la medida en que 
involucra una desproporción significativa entre las obligaciones y beneficios que 
adquieren las partes.” 
 Se da una situación especial en este tipo de contratos, ya que la autonomía de la 
voluntad privada se ve limitada por las leyes que consagran los derechos de los 
consumidores. Dicha limitación responde a una necesidad del mercado producto del 
gran auge de la contratación estandarizada, pero quien está encargado del control de 
dichas cláusulas es el estado. Es este tema sobre el cual se sostiene la discusión de este 
tipo de contratos, no es el contrato mismo el que genera inconvenientes, sino las 
cláusulas que son redactadas en estos las que se prestan para abusos en contra de los 
adherentes. 
3.2 Características de las cláusulas abusivas. 
Es necesario hacer la prevención de que las características que se señalaran a 
continuación se refieren exclusivamente a aquellas cláusulas abusivas contenidas en los 
contratos de adhesión, no en otro tipo de contratación y son: 
                                                        
23BAMBACH María Victoria, Las cláusulas abusivas,  Enrique BARROS BOURIE, “Contratos”, Santiago, 
Editorial Jurídica de Chile, 1991, p. 51.  
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La infracción al principio de la buena fe: Este principio está consagrado 
constitucional y legalmente y ha sido entendido como “aquel que consiste en que las partes en 
sus relaciones negóciales, incluyendo las tratativas preliminares, la formación y la ejecución del contrato, 
se deben comportar con honorabilidad, honradez, rectitud y sin ánimo de engañar o lesionar al otro, lo 
que posibilita que el co contratante, a su vez, pueda legítimamente confiar en que su comportamiento es 
leal, correcto y ajustado a derecho”24. 
Son fuente de desequilibrio contractual. Su objetivo es alivianar las obligaciones de 
una de las partes y reforzar las de la otra. Así, generalmente es la convención en su 
conjunto la que tiende a favorecer a un contratante en detrimento del otro.  
Es importante resaltar que cuando se habla de desequilibrio significativo, no se 
presenta cuando hay una gran diferencia entre el precio y la cosa o el servicio que se está 
adquiriendo, puesto que estos son elementos definitivos que el consumidor ha de tener 
en cuenta cuando presta su consentimiento para la formación del contrato. Hace alusión 
es a las cláusulas complementarias que el consumidor ha debido aceptar, porque de lo 
contrario tendría que haber renunciado a la posibilidad de adquirir el bien o servicio que 
anhelaba25. 
En todos los casos el desequilibrio se debe a la falta de reciprocidad de las 
estipulaciones. Las cláusulas abusivas arreglan, en un sentido único las obligaciones de 
una de las partes.  Esto es lo discutible, si bien muchos hablan de que el aceptante presta 
su consentimiento de forma libre y espontánea, la presión que es ejercida por la 
necesidad de adquirir el bien o servicio provoca que este consentimiento se vea 
influenciado por el estado de necesidad en el que se encuentra el aceptante. 
 
                                                        
24ECHEVERRI SALAZAR, Verónica María, El control de las cláusulas abusivas en los contratos de adhesión con 
consumidores, “Opinión Jurídica”, Universidad de Medellín. 
25ECHEVERRI SALAZAR, Verónica María, El control de las cláusulas abusivas en los contratos de adhesión con 
consumidores, “Opinión Jurídica”, Universidad de Medellín 
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3.3 Tipos de cláusulas abusivas. 
Las condiciones de un contrato de adhesión exigen su cumplimiento de forma 
obligatoria, aunque se haya firmado sin leerlo o el texto sea diferente a lo ofrecido o 
prometido por el vendedor. 
En este sentido es la ley del consumidor la encargada de proteger a los adherentes 
que se ven en la necesidad de firmar este tipo de contratos, dándoles la posibilidad de 
declarar nula y sin valor las cláusulas o estipulaciones definidas como abusivas 
contenidas en los contratos de adhesión. Estas cláusulas son de distintos tipos y 
podemos distinguir según un estudio del “departamento de educación para el consumo” 
del SERNAC del gobierno de Chile: 
a) Aquellas que otorgan a una de las partes la facultad de dejar sin efecto el 
contrato, de modificarlo ha su sólo arbitrio o de suspender unilateralmente su 
ejecución: Esto se da por ejemplo cuando la empresa se reserva el derecho de 
poder cambiar el sistema de cobro del crédito a los usuarios. 
b) Aquellas que establecen incrementos de precios por servicios accesorios, 
financiamiento o recargos que el consumidor o usuario no pueda aceptar o 
rechazar en cada caso: Por ejemplo, cuando la empresa queda autorizada a 
cargar en la línea de crédito del cliente los servicios adicionales que estime 
necesario. 
c) Aquellas que pongan de cargo del consumidor los efectos de deficiencias, 
omisiones o errores administrativos. Por ejemplo, los intereses y multas que se 
deriven de cualquier atraso, cualquiera sea su causa, serán de cargo del cliente. 
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d) Aquellas que alteren el peso de la prueba en perjuicio del consumidor, es decir 
que obligan a que el consumidor demuestre que él no ha tenido responsabilidad 
en la falla del servicio o producto cuestionado: Como por ejemplo, en caso de 
controversia, será de responsabilidad del cliente demostrar que no se ha hecho 
un mal uso del artefacto. 
e) Aquellas que contengan limitaciones absolutas de responsabilidad frente al 
consumidor: Tenemos como ejemplo, una frase que vemos a diario en los 
estacionamientos de los centros comerciales donde se dice que éste no se hará 
responsable por robo o daños en el automóvil. 
f) Aquellas que estén escritas de modo ilegible o incluyan espacios en blanco que 
no hayan sido llenadas por el consumidor. 
g) Aquellas que por mora o simple retardo en el pago de todo o parte de cualquiera 
de las cuotas, facultan a la empresa a exigir de forma inmediata y de pleno 
derecho el total adeudado, a través de la cobranza de letras o pagarés a nombre 
del consumidor. Esto se conoce como una “Cláusula de Aceleración”. Por 
ejemplo: El cliente, en este acto, confiere autorización a la empresa, a fin de que 
ésta, actuando a través de sus apoderados, suscriba un pagaré a nombre y 
representación del cliente con el objeto de documentar y facilitar el cobro de la 
deuda que el cliente tiene pendiente. Dicho pagaré será extendido por el monto 
total de la referida deuda más reajustes, intereses y gastos correspondientes. La 
autorización establecida en esta cláusula, por acuerdo expreso de las partes, tiene 
el carácter de irrevocable en todas sus partes, de tal modo que el cliente no 
podrá revocarlo ni otorgar instrucciones en sentido contrario. 
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Todos estos tipos de cláusulas que son catalogadas como “abusivas” se utilizan en 
los contratos de adhesión de muchas casas comerciales, y el hecho que aún estén 
vigentes se debe a que los consumidores no leen todo lo que firman ni tampoco 
entienden lo que firman lo que deriva en que se vean afectados por éstos contratos y se 
vean perjudicados económicamente. El SERNAC a través de su página en internet busca 
informar a las personas acerca de este tipo de cláusulas, si bien se han visto resultados 
aún existen muchos abusos en este tema. 
3.4 Origen de las cláusulas abusivas. 
La estipulación de las cláusulas abusivas en los contratos de adhesión se da 
principalmente por dos factores: 
En primer lugar la superioridad que se encuentra el proveedor respecto del 
adherente, la que a juicio de Bambach puede ser económica o técnica26 
Con esto se refiere a la situación de asimetría de la información, puesto que el 
oferente conoce las condiciones en las que se redactan las cláusulas que serán impuestas 
al adherente. 
En segundo lugar, está el hecho de que estos contratos se celebran por adhesión, 
por lo que ya no solo existe una asimetría en la información sino que también un 
desequilibrio entre el oferente y el adherente a nivel de derechos y obligaciones. 
No solo estos factores, sino además la mala fé con la que actúan los oferentes, 
amparada por el fallo regulatorio que existe, hace que estas prácticas sean muy 
frecuentes. 
  
                                                        
26BAMBACH María Victoria, Las cláusulas abusivas,  Enrique BARROS BOURIE, “Contratos”, Santiago, 
Editorial Jurídica de Chile, 1991, p.52 
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Es por esta razón que el legislador se ven en la necesidad de generar un sistema de 
control de éstas cláusulas en la ley de protección a los derechos de los consumidores, que 
si bien es un avance, no ha puesto fin a estas prácticas. 
3.5 Sistemas de control de cláusulas abusivas en la ley 19.496. 
El doctor en derecho Iñigo de la Maza Gasmurri hace un análisis del artículo 16 de 
la ley 19.496 y señala que en su interior conviven dos sistemas de control de cláusulas 
abusivas: una lista negra y una cláusula abierta. 
3.5.1 La lista negra. 
El catalogo contenido entre las letras a) y f) del artículo 16 de la ley 19.496 
constituye una “lista negra”, es decir, advertida la existencia de una de estas cláusulas en 
un contrato de adhesión que satisfaga las condiciones de aplicación de la ley, el juez debe 
necesariamente declarar su ineficacia.27 
“Artículo 16.- No producirán efecto alguno en los contratos de adhesión las 
cláusulas o estipulaciones que: 
a) Otorguen a una de las partes la facultad de dejar sin efecto o modificar a su solo 
arbitrio el contrato o de suspender unilateralmente su ejecución, salvo cuando 
ella se conceda al comprador en las modalidades de venta por correo, a 
domicilio, por muestrario, usando medios audiovisuales, u otras análogas, y sin 
perjuicio de las excepciones que las leyes contemplen;” 
                                                        
27 DE LA MAZA GASMURI, Iñigo, ¿Llegar y llevar? Una mirada al crédito de las casas comerciales. “Revista de 
derecho”, volumen XX  N°1. Junio 2007. 
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El profesor De la Maza Gasmuri señala que se trata de cláusulas que otorguen a una 
de las partes a su solo arbitrio la posibilidad de privar de efecto el contrato. En un 
análisis que este realiza de las líneas de crédito de cuatro conocidas grandes tiendas a 
nivel nacional resulta común a las cláusulas redactadas en estos contratos que se permita 
al emisor de la tarjeta modificar el monto de la línea de crédito. 
Para saber si éstas cláusulas caben dentro del tipo descrito en la letra a) de la ley 
19.496 es necesario determinar si es una modificación del contrato, es decir cabe 
preguntarse si de alguna manera se alteran los derechos y obligaciones que han surgido 
para las partes originalmente; si es unilateral, pues también existe la duda de que las 
partes de común acuerdo puedan modificar el contrato. Será unilateral en la medida que 
la modificación opere sin necesidad de que el consumidor manifieste su aceptación sobre 
ella; y si dicha modificación es arbitraria, es decir que no existan motivos que 
justificación dicha modificación. 
Pero las cláusulas que están redactadas en términos más amplios, no se 
circunscriben a este caso. Por lo mismo, quedan dos posibilidad; la primera es sostener 
que las cláusulas son nulas por la aplicación de la letra a); la segunda, es aplicar la regla 
del artículo 1562 del Código Civil sobre interpretación de los contratos y sostener que la 
correcta interpretación de las cláusulas es que sólo permitirán modificaciones cuando 
varíe la situación patrimonial del titular de la tarjeta28. 
b) “Establezcan incrementos de precio por servicios, accesorios, financiamiento o 
recargos, salvo que dichos incrementos correspondan a prestaciones adicionales 
que sean susceptibles de ser aceptadas o rechazadas en cada caso y estén 
consignadas por separado en forma específica”. 
c) “Pongan de cargo del consumidor los efectos de deficiencia, omisiones o 
administrativos, cuando ellos no le sean imputables”. 
                                                        
28 DE LA MAZA GASMURI, Iñigo, ¿Llegar y llevar? Una mirada al crédito de las casas comerciales. “Revista de 
derecho”, volumen XX  N°1. Junio 2007, página 71. 
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En el análisis que hace el profesor De la Maza Gasmurri referente a los contratos de 
apertura de línea de crédito de cuatro casas comerciales, hay dos situaciones que se 
enmarcan dentro de la letra c) de la ley 19.496. La primera de ellas es que el envío del 
estado de cuentas en ninguno de los casos examinados por él se constituía como una 
obligación del emisor. La segunda es que en todos los casos se establecía un plazo de 
caducidad para el consumidor para el cual no podrá alegar los errores contenidos en los 
estados de cuenta29. Esto deja en evidencia que si bien estas cláusulas son abusivas, el rol 
pasivo de las instituciones provoca que se sigan llevando a cabo estas prácticas en 
desmedro de los consumidores. 
d) “Inviertan la carga de la prueba”. 
e) “Contengan limitaciones absolutas de responsabilidad frente al consumidor que 
puedan privar a éste de su derecho a resarcimiento frente a deficiencias que 
afecten la utilidad o finalidad esencial del producto o servicio”. 
En la doctrina suelen denominarse como “cláusulas exoneratorias de 
responsabilidad” es decir; aquellas que frente a un incumplimiento de alguna de las 
prestaciones cubiertas por parte del deudor lo liberan absolutamente y a todo respecto 
de cualquier cantidad y frente a cualquier clase de incumplimiento. Se trata sólo de 
aquellas que privan al consumidor de su derecho a indemnización por deficiencia que 
afecten la utilidad o finalidad esencial del producto o servicio. 
f) “Incluyan espacios en blanco, que no hayan sido llenados o inutilizados antes 
de que se suscriba el contrato”. 
 
 
                                                        
29 DE LA MAZA GASMURI, Iñigo, ¿Llegar y llevar? Una mirada al crédito de las casas comerciales. “Revista de 
derecho”, volumen XX  N°1. Junio 2007, página 73-75. 
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3.5.2 La cláusula abierta de la letra g) 
“En contra de las exigencias de la buena fe, atendiendo para estos efectos a 
parámetros objetivos, causen en perjuicio del consumidor, un desequilibrio importante 
en los derechos y obligaciones que para las  partes se deriven del contrato. Para ello se 
atenderá a la finalidad del contrato y a las disposiciones especiales o generales que lo 
rigen. Se presumirá que dichas cláusulas se encuentran ajustadas a exigencias de la buena 
fe, si los contratos a que pertenecen han sido revisados y autorizados por un órgano 
administrativo en ejecución de sus facultades legales”. 
De la Maza Gasmurri señala que a diferencia de las letras anteriores la letra g) 
entrega a la discreción judicial la determinación de carácter abusivo de la cláusula y que al 
hacerlo el juez debe determinar dos cosas. La primera es si se vulneran las exigencias de 
la buena fe en sentido objetivo. La segunda es si se produce un desequilibrio importante 
en desmedro del consumidor de los derechos y obligaciones surgidos del contrato para 
las partes. La buena fe en sentido objetivo refiere a dos cosas: la forma en que se diseña 
el contrato y la forma en que se ofrece.30 
Los profesores Tapia y Valdivia, señalan que los supuestos más usuales de atentados 
contra la buena fe en el diseño de los contratos son la extensión excesiva del texto, el uso 
de conceptos jurídicos y técnicos, las largas series de excepciones y contraexcepciones, 
las remisiones cruzadas entre cláusulas, la falta de orden o clasificación de las cláusulas, 
las referencias a reglas legales vagas y las remisiones a textos que no se ponen al alcance 
del consumidor. 
El desequilibrio importante es un problema casuístico en donde se debe ponderar la 
situación en que deja a las partes la celebración del contrato. El legislador ha entregado 
dos criterios: la finalidad del contrato y las disposiciones generales y especiales que lo 
rigen. 
                                                        
30 DE LA MAZA GASMURI, Iñigo, ¿Llegar y llevar? Una mirada al crédito de las casas comerciales. “Revista de 
derecho”, volumen XX  N°1. Junio 2007, página78. 
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Fue la ley 19.955 la que modificó el antiguo artículo 16 de la ley de protección de los 
consumidores. Antes de ésta reforma, éste artículo contenía una enumeración taxativa de 
cláusulas que debían ser consideradas como abusivas. Además la letra g) expresa clara y 
acertadamente los principios y criterios que deben orientar la valoración de una 
estipulación contractual como abusiva. 
La incorporación de ésta letra g) de la ley 19.496 es en palabras del profesor 
SANDOVAL “un cambio del sistema cerrado de las cláusulas abusivas por uno abierto” 
Si bien en Chile se ha avanzado para proteger a los consumidores de éstas cláusulas 
abusivas, las tiendas del retail aún las utilizan. La crítica radica en que la protección de los 
consumidores ha sido ineficaz en crear desincentivos para que los proveedores se 
abstengan de incorporar en sus contratos ésta especie de cláusulas. Además existe un 
tema cultural que pasa por la necesidad del Chile actual de consumir más de lo que sus 
ingresos les pueden proveer, lo que los lleva a no analizar de manera exhaustiva el 
contrato al que se están adhiriendo. 
3.6 Cláusulas abusivas de mandato y aceleración de deuda: los más comunes en los 
contratos por adhesión en Chile. 
3.6.1 Mandato. 
3.6.1.1 Concepto. 
El Artículo 2116 de él código civil chileno, define el mandato como: 
“El mandato es un contrato en que una persona confía la gestión de uno o más 
negocios a otra, que se hace cargo de ellos por cuenta y riesgo de la primera” 
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De ésta definición legal se desprende que es un contrato. Lo más usual es 
constituirlo por medio de un poder, pero  también es posible convenirlo mutuamente. 
Se identifican además dos sujetos dentro de dicho contrato, un mandante que es 
aquel que confía en una persona la gestión de uno o más negocios al mandatario que es 
aquel que se hace cargo de ellos por cuenta y riesgo de la primera. 
Se pueden identificar 3 elementos de la definición legal de mandato y estos son: 
a) Acto de confianza: La ley asume que éste acto de confianza es recíproco. Por 
eso, el encargo es un acto instituito personae, tanto desde el punto de vista del 
mandante como del mandatario. 
De ésta naturaleza instituito personae del mandato se siguen consecuencias en lo 
que respecta a su terminación como son: 
La muerte del mandante o mandatario: pone fin a las obligaciones contraídas entre 
ambos, sin que exista la posibilidad de que éstas pasen a sus herederos. 
1. Revocabilidad del mandante. 
2. Retractación del mandatario antes de iniciar el encargo. 
3. Renuncia del mandatario. 
Otra consecuencia del elemento instuito personae del mandato es que el error en la 
persona del mandante o mandatario vicia el consentimiento. 
El elemento fiduciario se manifiesta en la naturaleza de la responsabilidad del 
mandatario que siempre responde, aunque el mandato sea gratuito.  
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Si el mandato es gratuito responde de culpa leve, si éste es remunerado la 
responsabilidad es más estricta pero sin pasar a culpa levísima, por otro lado si el 
mandatario fue en cierto modo obligado a aceptar el mandato responde en forma menos 
estricta, pero sin pasar a culpa grave. 
b) Gestión de uno o más negocios: El mandato siempre lleva inmerso la idea de la 
realización de la gestión que involucre uno o más negocios. Es la naturaleza de 
éste encargo la que genera distintas opiniones en la doctrina. 
Una de las opiniones postula que este negocio solo podrá recaer sobre actos 
jurídicos: Se le critica a ésta postura lo mucho que restringe el mandato, ya que en la 
práctica el mandato tiene una aplicación mucho más amplia. 
Otra de las posturas señala que podrá ser objeto de un mandato cualquier prestación 
posible y que no esté prohibida sea que tenga o no significación económica o jurídica; se 
le critica a ésta teoría lo amplia de ésta y que invade el ámbito de otras instituciones que 
no implican gestión. 
Por último está aquella teoría que señala que la naturaleza de la gestión puede incluir 
actos jurídicos y de significación económica para el mandante. Es ésta teoría la que en 
general es más aceptada y la que utilizaré en ésta tesis, por lo que el mandato está 
inmerso en los contratos por adhesión de distintas casas comerciales en las que se da un 
amplio poder a estas para realizar actos jurídicos y de significación económica que se 
presta, para por ejemplo repactar deudas, lo que según nuestra legislación se trata de un 
acto voluntario, por lo que a través del mandato se realizan prácticas abusivas, a costa de 
la confianza del mandante. 
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c) La gestión se realiza por cuenta y riesgo del mandante. 
Los efectos del negocio finalmente quien los soporta es el mandante, ya que éste 
asume el riesgo del éxito o fracaso de la gestión. La única diferencia es que si existe 
representación las consecuencias se radican directamente en el patrimonio del mandante 
y en caso de no existir, las consecuencias jurídicas se radican en el mandatario, pero las 
consecuencias económicas igual se radican en el patrimonio del mandante. 
Por regla general el mandato da origen a obligaciones de medio el mandatario se 
obliga a poner el empeño y destreza debidos, pero no garantiza el resultado. Por eso, 
aunque el éxito del negocio no se haya logrado, el mandante está obligado a cumplir con 
las obligaciones que le establece el artículo 2158 del código civil respecto del mandatario. 
Precisamente el hecho de que el mandato sea por cuenta y riesgo del mandante explica 
las prestaciones que el mandante debe al mandatario según esa norma, que suponen que 
el mandante lo deje indemne económicamente. 
La ley autoriza al mandatario para hacerse responsable de la solvencia según el artículo 
2152 del código civil. .  Es una obligación de garantía que afecta las relaciones entre el 
mandante y el mandatario se dice que en éste caso se desnaturaliza el mandato porque la 
gestión del mandatario ya no es en riesgo y a cuenta del mandante, pero en las relaciones 
con los terceros sigue habiendo un verdadero mandato. 
Es posible que se pacte una remuneración proporcional al éxito de la gestión y en 
este caso el mandatario asume el riesgo de que la operación resulte beneficiosa.  Sin 
embargo, el riesgo del mandatario se refiere sólo a su remuneración, porque el negocio 
principal sigue siendo de cargo del mandante. Ahora bien, si el mandatario actúa a 
nombre propio él asume el riesgo de insolvencia del mandante: estará obligado 
personalmente con los terceros y sólo tendrá una acción personal contra el mandante. 
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3.6.1.2 Mandato y poder de representación. 
El mandato es un contrato, mientras que el poder corresponde a un acto jurídico 
unilateral. 
Cuando se otorga un poder que implica una gestión y luego es aceptado mediante 
un acto de ejecución, aquí el poder va a devenir en mandato, porque en definitiva la 
aceptación del poder implicará la formación del consentimiento para el mandato.  En 
caso contrario, el mero uso del poder no genera obligaciones para el apoderado. 
En el fondo, el poder regula la facultad de representación respecto de una persona, 
aunque no haya gestión de negocios, en cambio el mandato regula las relaciones internas 
y externas.  Así, puede existir perfectamente poder de representación sin que exista 
mandato. 
3.6.1.3 Mandato y representación. 
El mandato naturalmente implica representación, pero nada impide que se pueda 
privar de dicha  facultad, por lo que ésta no es de la esencia del mandato. 
Es más, aunque se tenga la facultad de representación, el mandatario igual puede 
actuar a nombre propio, salvo que tenga instrucciones de actuar de manera diversa, ya 
que en este caso incumplirá el mandato, pese a encontrarse dentro de los límites de su 
gestión.  Por ende, el mandato es más amplio que la representación, porque puede o no 
incluirla. 
Si se actúa en representación, los actos ejecutados producen efecto inmediato en el 
patrimonio del mandante, como si hubiese contratado por sí mismo. Si se actúa a 
nombre propio se generan dos relaciones distintas: 
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a) Mandante con terceros: el mandante no tiene ninguna responsabilidad salvo 
aquellos derivados de la responsabilidad extracontractual. 
b) Mandante con mandatario: el mandante le debe traspasar sus negocios al 
mandatario y los efectos de la gestión de éste recaen en el patrimonio del 
mandante. 
 
3.6.1.4 Características del mandato. 
A) El mandato es naturalmente consensual. 
Según los artículos 2123 y 2124 de nuestro código civil el mandato es el más 
consensual de los contratos; se acepta que la oferta y la aceptación se den a conocer de 
cualquier manera, aun tácitamente. 
El mandato es consensual salvo que exista norma expresa que exija solemnidad. La 
ley exige solemnidad en los siguientes casos: 
1. Mandato judicial. 
2. Mandato para celebrar matrimonio. 
3. Mandatos otorgados por la mujer al marido para actos que se relacionen con la 
administración de los bienes sociales. 
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B) El mandato es naturalmente bilateral. 
En el mandato surgen obligaciones para ambas partes. Por un lado el mandatario se 
obliga para con el mandante a cumplir las obligaciones que éste le impone y dar cuenta 
de su administración y, por otro,  el mandante se obliga en los términos del artículo 2158 
del código civil a proveer al mandatario de lo necesario para la ejecución del mandato, 
reembolsarle los gastos razonables causados por la ejecución del mandato, a pagarle la 
remuneración estipulada o usual, a pagarle las anticipaciones de dinero con los intereses 
corrientes y a indemnizarle de las perdidas en que haya incurrido sin culpa y por culpa 
del mandato. 
Excepcionalmente, el mandato será unilateral si es gratuito y no surgen otras 
obligaciones para el mandante; por ejemplo, porque no hay gastos que reembolsar ni 
indemnizaciones que pagar al mandatario. 
C) El mandato es naturalmente oneroso. 
Se dice que naturalmente es oneroso, porque si no existe estipulación en contrario 
se entiende que existe remuneración. Ésta remuneración se ha ido imponiendo con el 
paso del tiempo como una contraprestación del mandante al mandatario por la ejecución 
del encargo. 
En el Código no se establece expresamente que el mandato sea remunerado. Sin 
embargo, se señala que la remuneración puede emanar tanto del pacto de las partes, 
como la falta de estipulación de  los usos, costumbres o de la ley, en tanto establecen que 
debe haber remuneración. 
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D) El mandato no es un contrato dependiente. 
La vigencia del mandato no depende de otro contrato. Sin embargo, bajo ciertas 
circunstancias es dependiente, si el mandante lo otorgó en ejercicio de un poder que se 
ha extinguido por cualquier causa. 
 
3.6.1.5 Objeto del mandato y facultades del mandatario. 
El artículo 2130 del código civil chileno, señala que “Si el mandato comprende uno 
o más negocios especialmente determinados, se llama especial; si se da para todos los 
negocios del mandante, es general; y lo será igualmente si se da para todos, con una o 
más excepciones determinadas (…)”.31 
Del objeto del mandato no se desprende que las facultades del mandatario sean 
amplias o restringidas; solo se refiere al ámbito del mandato en cuanto a su objeto. 
Mientras la extensión del mandato se determina interpretando el contrato, la 
representación legal es general en cuanto al objeto y también general en cuanto a las 
facultades, sin perjuicio que la ley señale limitaciones y formalidades habilitantes. 
De lo señalado podemos concluir que los mandatos introducidos como cláusulas en 
los contratos de adhesión son bastante peculiares, puesto que los encargos que realiza el 
mandatario son descritos por este mismo y no por el mandante, además de tratarse de un 
acto de confianza que en la práctica se ve defraudada, ya que en el ejercicio de dicha 
confianza el mandatario realiza actos que perjudican al mandante. 
 
                                                        
31 La administración está sujeta en todos casos a las reglas que siguen. 
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3.6.2 Cláusula de aceleración de las deudas. 
Para abordar el tema de las cláusulas de aceleración de las deudas es menester hacer 
alusión a la prescripción extintiva contenida en el título XLII de nuestro código civil, 
donde se señala en su artículo 2492 “La prescripción es un modo de adquirir las cosas 
ajenas, o de extinguir las acciones y derechos ajenos, por haberse poseído las cosas o no 
haberse ejercido dichas acciones y derechos durante cierto lapso de tiempo, y 
concurriendo los demás requisitos legales. Una acción o derecho se dice prescribir 
cuando se extingue por la prescripción”. 
Tradicionalmente, se ha entendido que los requisitos para que opere la prescripción 
extintiva son los siguientes: acción prescriptible; transcurso del tiempo; silencio de la 
relación jurídica ausencia de suspensión; que sea alegada; y, por último, ausencia de 
renuncia. En efecto, ha fallado que “a los requisitos mencionados deben agregarse que la 
acción sea prescriptible, esto es, que legalmente sea posible que se extinga por su no 
ejercicio; que el deudor que desee aprovecharse de la prescripción la alegue, por cuanto 
no puede ser declarada de oficio y que la prescripción no se encuentre interrumpida, 
suspendida ni renunciada”32. 
El elemento del transcurso del tiempo dice relación con la cláusula abusiva de 
aceleración de la deuda, debido a que es indispensable que el legislador precise tanto el 
inicio como el término de este plazo que trae como consecuencia la extinción de las 
obligaciones. El abuso se produce por la aplicación del principio de autonomía de la 
voluntad en la esfera de la contratación que deja al arbitrio de las partes la determinación 
de este cómputo, que trae en el caso de los contratos de adhesión graves perjuicios para 
los consumidores. 
                                                        
32HERNANDEZ, Gabriel y LATHROP, Fabiola. “Prescripción extintiva y cláusula de aceleración: visión 
jurisprudencial”. “La razón del derecho” Revista interdisciplinaria de ciencias jurídicas número 2-2011, 
página 1. 
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Ahora bien, según los profesores HERNÁNDEZ Y LATHROP lo que queda por 
determinar es cuándo se hace exigible la obligación. Ante esto, la respuesta tradicional es 
que se hace exigible desde la celebración del acto en caso de obligaciones puras y 
simples; desde el cumplimiento o la extinción de modalidad cuando ésta existe; y desde 
contravención en obligaciones de no hacer. Todo ello, teniendo en cuenta que existen 
reglas especiales para el cómputo del inicio del plazo en ciertas acciones. 
3.6.2.1 Concepto de cláusula de aceleración. 
La cláusula de aceleración corresponde a aquella “que permite hacer exigible hoy, lo 
que conforme a pagos periódicos, parciales o sucesivos, sería exigible mañana, si el 
deudor hubiere cumplido en tiempo y forma sus obligaciones”. 
Por su parte, la jurisprudencia ha dicho lo siguiente: “La cláusula de aceleración es el 
nombre que la doctrina nacional ha dado al pacto en virtud del cual las partes convienen 
anticipar el cumplimiento de una obligación que se ha diferido en el tiempo, en el evento 
que el deudor incurra en algunas de las situaciones fácticas previamente acordadas. Su 
efecto es producir la caducidad del plazo que el deudor tenía para satisfacer la deuda, lo 
que implica que la obligación se hace exigible en ese momento y, por lo mismo, el 
acreedor puede ejercer todas las acciones que el ordenamiento jurídico le confiere para 
obtener el pago íntegro de su acreencia, pero siempre respetando las normas que regulan 
la prescripción extintiva”33. 
Se distinguen dos tipos de cláusulas de aceleración: la cláusula obligatoria o 
imperativa, en virtud de la cual el no pago de una o más de las cuotas hace exigible el 
total como si el plazo hubiere vencido; y la cláusula facultativa, por la cual el no pago de 
una o más de las cuotas faculta al acreedor para exigir el total de la deuda. 
El problema que surge la aceleración de la deuda es determinar cuándo se inicia el 
plazo de prescripción de la acción  si se ha pactado ésta cláusula. 
                                                        
33 CORTE DE APELACIONES DE SANTIAGO, 25 de agosto de 2005. 
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Respecto a esto se plantean dos soluciones, dependiendo del tipo de cláusula de que 
se trate. 
1. Momento de inicio de la prescripción extintiva en caso de que exista cláusula de 
aceleración imperativa: Los profesores HERNÁNDEZ Y LATHROP citan una 
resolución de la Corte Suprema referido a éste tipo de cláusula imperativa y en esta 
se señala que ““la cláusula imperativa obliga al acreedor a hacerla efectiva tan pronto se 
produzca el supuesto a que hace referencia, y, por lo tanto, el día del vencimiento del documento es 
aquel en que se dejó de pagar la primera cuota y desde entonces debe contarse el plazo de 
prescripción de toda la deuda”34.  
Por lo que el momento en que empezaría a correr la prescripción, en el caso de este 
tipo de cláusulas, sería desde el cumplimiento de la condición que correspondería al 
incumplimiento de la primera de las cuotas, la que haría exigible el total de la obligación 
por parte del acreedor. 
2. Momento de inicio de la prescripción extintiva en caso de que exista cláusula de 
aceleración facultativa: En este tipo de cláusulas el incumplimiento de una de las 
cuotas por parte del deudor, faculta al acreedor para exigir el total de la deuda. A 
diferencia de la cláusula de aceleración imperativa que el incumplimiento del deudor 
hace exigible la obligación sin que el acreedor manifieste su voluntad de hacer valer 
dicha cláusula.  
La jurisprudencia ha sido poco uniforme para determinar desde cuando se inicia la 
prescripción en el caso de este tipo de cláusulas, y se manejan diferentes hipótesis: 
1. A partir de la notificación de la demanda. 
2. Desde el momento en que el acreedor manifieste fehacientemente su voluntad 
de exigir el pago anticipado de la deuda. 
                                                        
34 EXCELENTÍSIMA CORTE SUPREMA DE CHILE, 16 de enero de 1991. 
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Respecto a éste tipo de cláusulas se han presentado proyectos para que exista una 
mayor regulación por parte de la ley de protección de los derechos de los consumidores. 
La Corporación Nacional de Consumidores y Usuarios en una publicación con 
fecha 23 de octubre de 2012 entrega propuestas de medidas de regulación a éste tipo de 
cláusulas motivados por el desarrollo del mercado en Chile que ha “ implicado un fuerte 
abultamiento de las deudas, sin que exista un límite a estas cláusula abusiva por parte de los acreedores, 
siendo las obligaciones de los consumidores, verdaderos contratos de adhesión, en los cuales no tienen 
ninguna posibilidad de cambiar estas cláusulas, en consecuencia de no aceptar las cláusulas de aceleración 
contenidas en el contrato, significa no contratar, lo cual es derechamente abusivo. Los consumidores en los 
casos de aceleración de deudas, se encuentran en una situación de debilidad e indefensión ante el acreedor. 
El deudor ante el atraso de un día de sus cuotas, las empresas cobran intereses, 
pasados 15 días corridos, desde la fecha de vencimiento de la deuda, se comienzan a 
devengar gastos de cobranza. 
Muchas veces las empresas de cobranzas no cumplen con los límites señalados en la 
ley 19.496 así como utilizan procedimientos impropios, como amenazas telefónicas de 
embargo, llamadas a familiares o sus fuentes de trabajo, simulación de demanda judicial 
cuando no lo son con el único fin de amedrentar al deudor. 
Ante estos procedimientos el consumidor no tiene ninguna posibilidad de ponerse 
al día una vez que la empresa ha acelerado la deuda y la ha judicializado.35 
                                                        
35 CONADECUS, opinión manifestada acerca del “Proyecto de ley de regulación de la cláusula de aceleración”       
23 de octubre de 2012. 
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Expresa el profesor CARLOS LÓPEZ que  “Ciertamente es legítimo que la parte 
acreedora recurra a los mecanismos legales que estime adecuado para obtener la 
satisfacción de su deuda, pero no debemos dejar de recordar que la mayoría de las veces 
el poder económico de estas partes es tan ostensible que en nada les afectaría establecer 
cláusulas que, sin desmerecer sus pactos, faciliten el cumplimiento de las obligaciones en 
forma equitativa para ambas partes, pues no deja de ser inquietante que muchas veces –la 
gran mayoría, a decir verdad– de los casos en que operan las cláusulas de aceleración no 
hace más que beneficiar a la parte acreedora, y perjudicando a la deudora, la cual, en 
muchas ocasiones, perfectamente podría cumplir su obligación si se le permitiera un 
margen de flexibilidad para ello. Por eso estimamos como tremendamente injusto que, 
por ejemplo, por el retardo de un día en el pago de una de las cuotas de la obligación, las 
empresas echen a andar su maquinaria jurídica y aparataje de empresas de cobranzas que 
le acompañan, aunque en la parte deudora se haya observado una conducta irreprochable 
con anterioridad”. 36 
Por otro lado existe un proyecto que pretendía agregar al artículo 16 de la ley 19.496 
una letra, que sería la H) en donde se agregaría al listado de cláusulas abusivas aquellas 
que aceleren la deuda.  
El artículo quedaría redactado en los siguientes términos: 
Artículo 16.- No produc irán efecto alguno en los  contratos  de  adhes ión las 
cláusulas o estipulaciones que: 
"h)  Contemplen e l  cobro  ade lantado  de  la deuda total  por la mora o s imple 
re tardo  de  c inco  o  menos  cuotas .  Referido  cobro  só lo  podrá es t ipularse  a partir de la 
sexta cuota vencida e impagada". 
 
                                                        
36 LÓPEZ, Carlos. Académico de Derecho Civil, Universidad Central de Chile. “La cláusula de 
aceleración y la conveniencia de su reforma”, 2010. 
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A pesar de las opiniones respecto a la mejor regulación de éste tipo de cláusulas 
abusivas, aún existe una deficiencia normativa en cuanto a su regulación que se abordará 
en el siguiente capítulo, en el cual se analizaran las cláusulas de mandato y aceleración de 
las deudas en un contrato de apertura de crédito y afiliación al sistema y uso de tarjeta 
LA POLAR. 
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IV. La cláusula de aceleración de la deuda y el mandato en el contrato de apertura de 
línea de crédito, afiliación al club y uso de tarjeta LA POLAR. 
Para efectos de este trabajo es necesario analizar en la “realidad comercial” como se 
dan éstas cláusulas abusivas en la práctica, y dada la escena país actual el lugar donde 
tienen mayor cabida son los contratos de adhesión o contratación masiva de las casas 
comerciales con los consumidores. 
Un informe preparado por la ODECU37 hace un análisis desde la perspectiva de las 
cláusulas abusivas del contrato de apertura de crédito de la tarjeta LA POLAR. 
Para efectos de éste trabajo se centrara el análisis en dos temas en específico; la 
cláusula de aceleración de la deuda y el mandato, ambos presentes en dicho contrato y 
como estas estipulaciones afectan a los consumidores en Chile. 
Hay que hacer una salvedad antes de analizar las dos cláusulas en específico, ya que 
en el “contrato de apertura de línea de crédito, afiliación al club LA POLAR y uso de 
tarjeta LA POLAR el cliente inicia una relación comercial con dos personas jurídicas de 
naturaleza distinta. Por un lado, Inversiones SCG S.A una sociedad del giro de emisión 
de tarjetas y Corpolar S.A, una sociedad del giro de prestación de servicios de 
administración de carteras. 
 
 
 
 
                                                        
37Organización de consumidores y usuarios. 
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4.1  Cláusula de aceleración. 
“En caso de mora o simple retardo por parte del USUARIO en el PAGO MINIMO 
o bien de cualquiera de las demás cantidades adeudadas a SCG por cualquier concepto, 
ésta podría exigir el pago del total del saldo adeudado por el USUARIO, como si la 
deuda pendiente fuere de plazo vencido que la ley permita y sin perjuicio de las demás 
acciones legales que SCG pueda iniciar en contra del USUARIO”. 
Según el estudio de la ODECU la existencia de ésta cláusula de aceleración impone 
un desequilibrio en las facultades de ambas partes, exponiendo al deudor a una cobranza 
imposible de enfrentar, considerando que resulta evidente que si el cliente se ha 
retardado en el pago de una o más cuotas, cualquiera fuese la causa, menos podrá 
enfrentar la exigencia de pago del total del saldo de crédito. 
La norma tiene una base legal en nuestro Código Civil chileno38, sin embargo su uso 
indiscriminado se ha prestado para abusos que han beneficiado a los acreedores que la 
han utilizado. La cláusula de aceleración es una versión, según la ODECU más 
actualizada de la norma legal citada, ya que mientras el artículo 1496 exige el 
cumplimiento de ciertas exigencias legales especificas la redacción de la cláusula nos dice 
que sólo es necesario el “simple retardo o atraso en el pago de una cuenta” lo que no 
puede, desde un primer momento, ser homologado a una situación de insolvencia del 
deudor.  El numeral dos del artículo 1496 tampoco se aplica en el caso de ésta cláusula, 
ya que se habla de cauciones reales, y en los créditos de consumo no se constituyen este 
tipo de cauciones. Ahora bien, es cada vez más común que en Chile se incluyan en éste 
tipo de contratos garantías hipotecarias. 
                                                        
38 Artículo 1496 del Código Civil chileno: 
“El pago de la obligación no puede exigirse antes de expirar el plazo, si no es: 
1° Al deudor constituido en quiebra o que se halla en notoria insolvencia; 
2° Al deudor cuyas cauciones, por hecho o culpa suya, se han extinguido o han disminuido 
considerablemente de valor. Pero en este caso el deudor podrá reclamar el beneficio del plazo, renovando 
o mejorando las cauciones”. 
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Además este tipo de cláusulas entran en colisión con las normas de protección de 
los derechos de los consumidores de la Ley 19.496 que en su artículo 16 establece 
normas para las estipulaciones de los contratos de adhesión. Éste tipo de cláusulas va en 
contra de las letras a) y g)39 de dicha norma. 
Aun cuando los contratos de crédito de consumo son de adhesión, la escasa 
información de los consumidores imposibilita que puedan disipar en buena medida, a 
priori, los eventuales efectos de la aplicación de dicha cláusula.  
La negociación de los aspectos generales de un contrato y especialmente de la 
cláusula de aceleración no es posible en Chile pues la casi totalidad de los consumidores 
desconoce la existencia de la cláusula en sus contratos y menos sabe cómo modificarla 
dentro de un proceso de negociación contractual que no resulta habitual en el 
consumidor chileno. 
El SERNAC, tras el escándalo de LA POLAR ha realizado un exhaustivo trabajo 
para que las personas se informen acerca de la contratación masiva y sus derechos y 
obligaciones como consumidores, prestando asesorías a dichos consumidores cuando se 
ven perjudicados por las cláusulas abusivas de las casas comerciales, y no sólo por ellas si 
no por infracción a todos los derechos de los consumidores. Si bien se ha avanzado 
mucho en éste tema en los últimos años, aún queda mucho por avanzar puesto que el 
sello SERNAC FINANCIERO es aún no vinculante para las tiendas y los consumidores 
aún no están completamente informados de los beneficios y consecuencias de los 
contratos que firman. 
                                                        
39 Artículo 16.- No producirán efecto alguno en los contratos de adhesión las cláusulas o estipulaciones 
que: 
a) Otorguen a una de las partes la facultad de dejar sin efecto o modificar a su solo arbitrio el contrato o de 
suspender unilateralmente su ejecución, salvo cuando ella se conceda al comprador en las modalidades de 
venta por correo, a domicilio, por muestrario, usando medios audiovisuales, u otras análogas, y sin 
perjuicio de las excepciones que las leyes contemplen; 
g) En contra de las exigencias de la buena fe, atendiendo para estos efectos a parámetros objetivos, causen 
en perjuicio del consumidor, un desequilibrio importante en los derechos y obligaciones que para las partes 
se deriven del contrato. Para ello se atenderá a la finalidad del contrato y a las disposiciones especiales o 
generales que lo rigen. Se presumirá que dichas cláusulas se encuentran ajustadas a exigencias de la buena 
fe, si los contratos a que pertenecen han sido revisados y autorizados por un órgano administrativo en 
ejecución de sus facultades legales. 
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4.2 Mandato. 
“Con el objeto de documentar y facilitar el pago de las obligaciones del USUARIO 
frente a SCG y/o la PSA, sea por el uso de la TARJETA, la LINEA, las líneas de crédito 
que en el futuro se otorguen al USUARIO de conformidad con el presente contrato, los 
servicios asociados a la TARJETA o la LINEA y las TARJETAS ADICIONALES, el 
USUARIO procede a suscribir, en hoja anexa y en este mismo acto, que entrega a SCG, 
un mandato para suscribir pagarés y otros documentos mercantiles. 
SCG queda expresamente facultado para autorizar ante Notario Público la firma del 
USUARIO que suscribe el mandato o quien lo represente”. 
Esta cláusula resulta absolutamente reprochable pues permite que los acreedores 
actúen suscribiendo pagarés,  y estos documentos,  al ser indubitados, es decir respecto 
de los cuales existe una presunción de veracidad en relación a su contenido, no pueden 
ser impugnados en el fondo; sí eventualmente en la forma, pero eso queda sujeto a 
errores que pueda cometer el acreedor en el proceso de confección. 
Por lo tanto, el acreedor puede cobrar judicialmente, ya que con este pagaré, resulta 
un título perfecto y de muy difícil defensa por parte del consumidor. Tendrá el cliente, 
por lo tanto que demandar en otro juicio su derecho infringido, esperar el fallo y sólo 
entonces obtener una reparación que equilibre las cosas. A esa fecha, la acción de 
cobranza ejecutiva, que no tuvo a la vista los incumplimientos de la empresa, puede 
haber ya conseguido sus objetivos. 
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V. Repactación unilateral de las deudas. 
5.1 ¿Qué es la repactación de una deuda? 
Según el SERNAC la repactación de las deudas es “un ofrecimiento voluntario de la 
empresa, para ayudar al deudor a cumplir sus obligaciones. Para ello se ofrecen nuevas 
condiciones como otros plazos, otros intereses y cuotas más pequeñas”. La repactación 
de una deuda siempre es un acto voluntario de aquel que posee la deuda. 
 La conveniencia o no de una repactación va a depender de las condiciones 
económicas del deudor; no siempre es una mala idea repactar una deuda; pero otras solo 
hace que el deudor se enfrente ante un problema financiero mayor por el no pago de 
otras cuotas. Más aún, cuando la repactacion de las deudas la hace el acreedor de forma 
unilateral gracias al mandato suscrito por el deudor en el contrato que celebran ambos y 
que fue tratado en el capítulo anterior.  
Existen dos tipos de repactacion de una deuda, la extrajudicial y la judicial: 
a) Repactacion judicial de una deuda: Será siempre judicial la repactacion cuando al 
deudor moroso le hayan notificado la demanda destinada al cobro del crédito; 
en la gran mayoría de los casos será un cobro de en un juicio de carácter 
ejecutivo, por el acreedor contar con un título para hacer efectivo el cobro de la 
deuda. Este tipo de repactacion adoptará la forma de un avenimiento judicial o 
de una transacción. Lo que se busca es poner término al juicio y acordar un 
nuevo crédito que reconozca las costas judiciales del procedimiento y otorgue 
una mayor garantía de cobro al acreedor. El deudor se evita un juicio y el 
acreedor se asegura un pago parcial de la deuda junto  a nuevas garantías para 
hacer efectivo dicho crédito en el futuro. 
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b) Repactacion extrajudicial de una deuda: Es aquella en que el deudor no recibe 
una demanda de cobro, pero eso no quiere decir que la deuda no exista. Las 
empresas en general contratan empresas de cobranza que se dedican a perseguir 
a los deudores hasta que hagan efectivo el pago de la deuda, muchas veces 
apelando al “miedo natural del deudor por la cesación de pago”. 
La tienda LA POLAR realizaba las repactaciones de las deudas a través de un 
software que provocaba que muchas veces los deudores fueran repactados más de una 
vez, por lo que se generaban intereses múltiples. 
5.2 Repactación de las deudas, ¿conviene? 
Antes de encontrarse en mora en el pago de las cuotas, el deudor tiene la facultad de 
acercarse al acreedor y renegociar sobre los plazos, el monto de la cuota y otras 
condiciones que faciliten el pago de la deuda total. 
Ahora bien, la repactacion no es ilegal, lo que si va en contra de todos los principios 
contractuales es la “repactacion unilateral de las deudas”, puesto que el deudor no puede  
analizar la conveniencia de la repactación relacionado a su capacidad de pago, ni se ven 
en la posibilidad de considerar que dicha repactacion encarece la deuda por los intereses, 
gastos de cobranza y mayor plazo, aun cuando tienen derecho a que no se les cobre 
sobre la tasa de interés máxima convencional.  
La repactacion significa una nueva obligación, por lo que al repactarse de forma 
unilateral el deudor, aunque haya suscrito un contrato en el que presto su aceptación, no 
es parte de ésta nueva obligación generada a posteriori. 
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Un caso conocido en que se condena a una multitienda por la repactacion unilateral 
de las deudas es el caso LA POLAR, dado que  la  conducta de dicha multitienda atenta 
contra los derechos de los consumidores, especialmente al artículo 16 de la ley 19.496 
puesto que uno de los fundamentos de la demanda es que la empresa al otorgar nuevos 
plazos,  genera nuevos costos por sobre el capital, más los intereses asociados a la 
repactación, los gastos mensuales por administración de la tarjeta de crédito, el pago de 
seguros, sin mencionar que pueden haber costos asociados a las cobranzas cuando 
hay  nuevos atrasos. 
El ex director del SERNAC Juan Antonio Peribonio, en éste caso señala que: 
“(…) si bien es cierto  la repactación es un ofrecimiento voluntario de las empresas, 
deben respetar los derechos de los consumidores y, principalmente pedir su 
consentimiento respecto a las nuevas condiciones de pago. “Los consumidores no 
pierden sus derechos por tener deudas impagas (…)” 
Y agrega: “(…) los mismos tribunales han confirmado en otros casos que los 
consumidores tienen derecho a aceptar expresamente la reprogramación de su deuda y 
las nuevas condiciones de pago. Aun cuando la nueva forma de pago pudiera parecer 
más beneficiosa para el deudor, igualmente la empresa tiene la obligación de pedir su 
consentimiento y respetar lo convenido. Asimismo, recordó que cuando un consumidor 
repacta su deuda, se renuevan las condiciones, por lo que no se justifica que la empresa 
lo mantenga en DICOM. El SERNAC estará monitoreando el mercado para detectar 
éstas y otras malas prácticas asociadas a la repactación que pudieran estar atentando 
contra los derechos de los consumidores y tomará todas las acciones necesarias si es así”. 
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 La repactacion de las deudas es un tema casuístico puesto que depende de 
muchos factores a considerar; según el SERNAC la repactacion es siempre un acto 
voluntario por lo que de la misma forma en que se acepta el crédito original, se deben 
aceptar las nuevas condiciones de pago en caso de mora; en ningún y lo avala nuestra 
legislación, está permitido que se fuerce al deudor a la repactacion y aún más que se ésta 
repactacion sea sin el consentimiento del deudor, es decir, un acto unilateral del 
acreedor. 
 La repactacion de una deuda será beneficiosa para el deudor cuando este esté 
consciente de su real capacidad de pago. En tal sentido, es muy recomendable que 
analice en detalle la tasa de interés aplicable, los diversos cargos impuestos y, en todo 
caso, el monto final del crédito y si las condiciones ofrecidas por la empresa no le 
convienen para su deuda en específico. Si su situación es por completo desfavorable y no 
tiene ninguna posibilidad razonable de pagar la deuda, lo mejor es no comprometerse a 
condiciones que no podrá cumplir, limitándose a esperar que el acreedor le cobre por la 
vía ejecutiva. 
La Corporación Nacional de Consumidores y Usuarios  junto a La Liga Ciudadana, 
informan que se llevará a cabo en la Corte de Apelaciones de Santiago, el alegato por la 
demanda colectiva contra Cencosud, presentada por el Servicio Nacional del 
Consumidor en el año 2006, debido al aumento unilateral de la comisión por mantención 
de la Tarjeta Jumbo. Ambas asociaciones de consumidores forman parte de la demanda 
colectiva iniciada hace 5 años y se harán presentes este jueves en la decisiva instancia 
judicial, esperando resultados favorables para los miles de consumidores afectados. 
Este caso no solo trajo repercusiones a nivel de los consumidores, ni tampoco solo 
a nivel financiero; sino que trajo repercusiones en el ámbito político, debido a que  vio 
envuelto en esta situación un candidato a la presidencia de nuestro país. 
  
56 
 
Conclusión. 
A lo largo de mi trabajo resultó importante señalar que los contratos en los que fijé 
mi investigación, es decir los contratos de adhesión, al igual que todos los contratos 
descansan en el principio de la autonomía de la voluntad, esto es la libertad de que gozan 
los particulares para pactar los contratos que ellos deseen, y de determinar su contenido 
y efectos teniendo como limites las prohibiciones legales, el orden público y las buenas 
costumbres, y además el no modificar las partes que son de la esencia del contrato. 
 Lo característico de los contratos por adhesión es que su contenido está formado 
por condiciones generales que ya han sido redactadas y escrituradas por el predisponente 
y a las cuales simplemente adhiere la otra parte, sin que tenga derecho a elaborarlas, 
negociarlas, estipularlas, ni alterarlas. Es en este escenario que se podría decir que los 
contratos de adhesión no son propiamente contratos, puesto que no existe la libertad de 
ambas partes para señalar el contenido y los efectos del contrato;  pero es el concurrir de 
la voluntad de ambas partes la que logra que el contrato exista y sea válido. 
El contrato de adhesión surge de la idea de que las personas son capaces de regular 
sus relaciones reciprocas, teniendo en cuenta sus derechos y obligaciones, pero esto en la 
realidad no es tal. El filósofo Bentham recurre al concepto de utilidad para señalar como 
se mueven los intereses de los seres humanos, y que el interés supremo se alcanzaría a 
través de reformas sociales, y una de las reformas sociales sería la educación. Es esto a lo 
que se apela en el tema de la contratación por adhesión, si los aceptantes estuvieran más 
informados acerca de los términos a los que se adhieren y los oferentes buscaran el 
interés supremo y no el individual, estos contratos podrían desarrollarse sin dichos 
abusos. 
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El elemento distintivo del contrato de adhesión no se encuentra sólo en su forma de 
conclusión, que ocurre por el simple acuerdo de las partes, sino en la etapa 
precontractual, que es donde se hallan los elementos de propuesta unilateral y ausencia 
de negociación, lo que finalmente determina las especiales características del 
consentimiento prestado por el consumidor. De hecho en la actualidad la mayoría de 
estos contratos se celebran sin firma alguna del adherente en documento escrito. Si bien 
existen en la ley del consumidor requisitos formales para que se configure un contrato de 
adhesión, el mercado y la realidad nos hablan de que a través de estos se ha abierto la 
posibilidad de abusos en contra de los adherentes, más aun por la frecuencia de estos 
contratos en la contratación en masa, su rapidez, la intervención de dependientes que 
carecen de poder de decisión, y la posición privilegiada del oferente. 
Los problemas derivados de la forma en que se dan estos contratos hace que se 
atente al principio de buena fe y que exista un gran desequilibrio contractual. Esto no es 
problema de la forma que revisten estos contratos, sino que de las cláusulas 
complementarias que el consumidor ha debido aceptar, porque de lo contrario tendría 
que haber desistido a la posibilidad de obtener el bien o servicio que aspiraba. 
El contratante más poderoso a veces impone cláusulas abusivas al adherente, debido 
a la facultad que tiene el oferente de redactar el texto del contrato, pero no sólo por esto, 
sino que también existe una presión social y económica que muchas veces hace que el 
adherente se encuentre obligado a aceptar las condiciones que le impone el oferente 
porque no tiene otra opción. 
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 Es la ley del consumidor la encargada de proteger a los adherentes que se ven en la 
necesidad de firmar este tipo de contratos, otorgándoles la posibilidad de declarar nula y 
sin valor las cláusulas o estipulaciones definidas como abusivas. Existen dos sistemas de 
control a dichas cláusulas abusivas; la lista negra que otorga al juez la facultad de declarar 
la ineficiencia ante la existencia de aquellas cláusulas que tienen el carácter de abusiva de 
acuerdo al artículo 16 de la misma ley del consumidor, y por otro lado está la cláusula 
abierta de la letra g) que entrega a la discrecionalidad del juez la determinación del 
carácter abusivo, y  para realizar dicha determinación debe estarse a dos sucesos, la 
vulneración a la buena fe y la existencia de un desequilibrio importante en desmedro del 
consumidor de los derechos y obligaciones surgidos del contrato para las partes. 
Si bien en Chile se ha avanzado para proteger a los consumidores de estas cláusulas 
abusivas, las tiendas del retail las utilizan, el caso LA POLAR sirvió en alguna forma para 
evidenciar la deficiencia regulatoria que existía en materias de contratación masiva. Se 
efectuaron cambios, se creó el SERNAC FINANCIERO como ente fiscalizador de éstas 
prácticas, la SUPERINTENDENCIA DE VALORES Y SEGUROS asumió un rol más 
activo en el control de las empresas, existieron multas para aquellos que resultaron 
responsables de la comisión de prácticas ilegales, e incluso penas de reclusión, se generó 
un ente que fiscaliza a los auditores externos pero aun así se reveló un nuevo escándalo 
en el mismo sentido, CENCOSUD fue acusado de realizar repactaciones de las cuotas 
de mantención de la tarjeta JUMBO MÁS, lo que no solo trajo repercusiones mediáticas 
en el ámbito económico, financiero y social, sino que incluso en el ámbito político. 
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La repactación unilateral de las deudas no es válida, aun cuando se busca hacer 
legítimo a través de un mandato que es aceptado por el adherente en un contrato de 
adhesión. Si bien el adherente presta su consentimiento para que el oferente actúe en su 
nombre, la repactación de una deuda es siempre un acto voluntario que al establecer 
nuevas condiciones de pago deriva en una nueva obligación. Al repactar de forma 
unilateral una deuda, el oferente genera una nueva obligación, obligación a la que el 
adherente no presta su consentimiento para ser concebida, por lo que no se obliga a su 
cumplimiento. Las empresas han intentado realizar estas prácticas a través del mandato 
que está dentro de las cláusulas del contrato, pero el mandato es un contrato en el que se 
confía la gestión de uno o más negocios, por lo que si el mandante no conoce el negocio 
que realizara en su nombre el mandatario, este no puede ser válido. 
La excelentísima Corte Suprema ha señalado tras el caso de la empresa de retail 
CENCOSUD, que es necesario revisar los contratos y las prácticas en el consumo 
masivo, además de orientar los estudios a que exista una mayor protección a los 
consumidores.  
Tras realizar ésta tesis, me he dado cuenta de que los contratos de adhesión se 
prestan para abusos y también distorsiones ocasionadas por la posición dominante que 
una de las partes asume, en particular en los casos de los contratos de adhesión que se 
dan en masa.    
60 
 
Siguiendo la opinión del profesor Pablo Rodríguez Grez los intereses de una parte 
se sobreponen a los del consumidor que se ve en una situación necesidad de adquirir 
bienes y servicios de los cuales las personas no pueden prescindir sin grandes sacrificios, 
quedando por lo tanto, a merced de su contraparte. La solución que éste entrega y que 
haré mía en esta tesis es realizar contratos dirigidos, es decir, aquellos en que es la ley o la 
autoridad, en su caso la que fija el contenido y las cláusulas de la convención. El nuevo 
contrato de adhesión sería un contrato dirigido, que pone fin a la posibilidad de que sea 
el oferente el que redacte el contenido y los efectos del contrato. Hoy hay que orientar 
las investigaciones a la protección a los consumidores en un mercado masificado, se 
requiere la intervención de la autoridad que, por este medio, se transforma en juez 
supremo de las condiciones en que se desarrolla el intercambio productivo. No es 
menester de mi investigación el concluir que se debe coartar la libertad legitima de las 
personas a establecer los términos en los que se pretende contratar, sino que a través de 
un contrato dirigido se resguarden los intereses de los consumidores y se eliminen los 
abusos hasta que las personas sean capaces de regular sus relaciones reciprocas, teniendo 
en cuenta sus derechos y obligaciones. 
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